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SECCION DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

Dios, Patria i Libertad.-República Dominicana. 

En nombre de la República. 

Sobt·e el recurso de casación interpuesto por los señores Eugenia Ri­
vet·a viuda Chicano, profesión quebacer·es lícitos, domiciliada en Cataño 
(Isla de Puerto Rico), i Cha,les Th. Geot·ge, agTicultor, domiciliado en San 
Pedro de Macorís, contn-1. sentencia ele la Om·te ele Apelación de Santo Do­
mingo, de fecha diez i seis de múzo ele mil novecientos diez i siete, dicta­
da a favot· ele ios señores Angela La vas ti da, viuda Aybat', de profesión 
quehaceres lícitos, domiciliada en Matanzas, República ele Cuba; Manuel 
F. Cestero i Angélica Cester·o, propiet:Hios, domiciliados en N ew York, 
Estados Unidos de América; Tulio M. Cestero, .propietario, domiciliado en 
la finca <>:Bol'inquen», jurisdicción de la común de San Cristóbal, provin­
cia de Santo Domingo; Julio Abren Cestero, pt·opieta,do, domicillado en la 
ciudad de Santingo de los Caballeros; Amalia C. viuda de Moyu, pt·opieta­
ria, de profesión quehacet·es lícitos, domiciliada en esta ciudad; Armando 
Abre u Cestero, propietario, domiciliado en esta ciudad;· Elisa Cestero viu­
da Garrdo i Lucih1 Cestero viuda Rodríguez, de profesión quehaceres lí­
citos, domiciliadas en esta c:iudad; Manuel Cester·o Castro, pt'opietario, 
domiciliado en est;t ciudad; NLlrino Cestet·o~ propietario, domiciliado en 
€Sta ciudad; América Cestero de Sáuchez, propietaria, domiciliada en San 
Pedm.de Macods; Josefa Cestero de López, pr·opietaria, domiciliada en 
esta ciudad; Tulio Cestero Castro, pt·npietario, domiciliado en esta ciudad; 
Manuel Arturo Abt·eu Cestero, propietario, domiciliado en esta ciudad; 
Blarica Cestero de Robles, profesióu quehaceres lícitos, domici.liad<1 en la 
ciudad de San Pedt'O de Macods, i J u lío A breu Cestero, militar, domici­
liado en la ciudad de Santiago de los Caballeros. 

Visto el Memor·ial presentado por los abogados de los intimantes, en 
€1 cual se alega, contra la sentencia impugnada, la violación de los ar­
tículos 153, 470, 141, 'del Código de Pr·ocedimiento Civil, 35 de ht Lei de 
Organizaeión Judiei.al i 90 de la Constitució::1. 

Oído el infol'me del magistrado Juez Relator. 

Oído a los abogados de los intimantes, Lic. Jadnto B. Peynado i Dr. 
M. García Mella, é8te representado por el Lic. Francisco· J. Peynado, en 
su escrito de alegatos i en sus conelusiones. 

Oido a los abogados ele los intimados Licclos. Jacinto R. de Castro i 
Enrique Henríquez, en su escrito de réplicas i en sus conclusiones. 
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Oído el dictamen del magistrado Pt·ocurador General de la República. 

La Suprema Corte, después de haber deliberado; i vistos los artículos 
.35 ele la Lei ele Oeganización Judicial, 141, 153, i 470 del Código de Proce­
dimiento Civil; 90 ele la Constitución i 71 de la Lei sobre Procedimiento 
de Casación. 

Considerando: que el at·tículo 141 del Uódigo de Pt·ocedimient~ Civil 
or·dena que la redacción de las sentencias contenga, entre otras enuncia­
ciones, los nombres, la profesión i el domicilio de las partes; pero no que 
esas enunciaciones se hagan en detenninaclo lugar de la sentencia. 

Consicler·ando: que en la sentencia impugnada en el presente recurso 
de casación se enuncian los nombres, la profesión i el domicilio de algu­
nos de los intimados i se agrega «i demás liti.s consot·tes»; i más adelante 
se trascriben las conclusiones de la pat·te intimante, que contienen la 
enunciación complet<1 de los nombt·es, la pt·ofesión i el domicilio de los in­
timados; que están expt·esos además, los nombr·es, la profesión i el domi­
cilio de los intimantes; que por tanto el aetículo 141 del Código de Ptoce­
dimiento Civil no ha sido violado con las omisiones alegadas pot· los recu­
rrentes en casación. 

ConsidArando: que los motivos de h sentencia recunicla evidencian "'-
que la Cor·te de Apelación ele Santo Domingo ni negó ni desconoció que el \ 
articulo 153 del Código de Procedimiento Civil es aplicable en segunda 
instan<.:ia; puesto que para rechnzat· ht nposieión de la señora Eugenia Ri-
vera viuda Chica no, fundada en .que no se ha bia ot·denado la acumulación 
del benefieio del defecto, lt1 Corte intet'pr·etó el citado artículo en el senti-
do ele que no procede su aplicación cuanf1o, como en el caso fallado por-
elb por· Lt sentencia atacada en la oposición se trata de un garante, int.i­
mado en lo pt'Íncipal, que 1~0 comparece, i del gar·antido, compareeiente 
sólo pa.r·a los fines fle su demctnda en gat·antía., por no tener· ambos el mis-
mo intor·és en h demancb; que por· tanto h1 sentenci<t impugnada no violó 
ni el artículo :35 de la Lei de Organización Judicial ni el 470 del'Oódigo de 
Pt'oeedimiento Civil. 

Considemndo: que aun en el caso de que b Co!'te de Apelaci6n de 
Santo Dorningo hubiese negado o desconocido la aplicabilidad del artículo 
15.3 del Código ele Pl'Ocedimiento Civil en la apelación, no habt·ía cometido 
ninguna usuqxwión de autol'idad, puesto que no se hab!'Ía an·oga<lo facul­
tades que no le conesponden, sino que habría interpt·etaclo erTarlamente 
dicho at·tículo; lo que es el istinto; que por tanto la alegada violación del ar­
ticulo 9:) de la Constitución, eat·ece en absoluto ele fundamento. 

Consider·anclo: que según la doctl'ina i la jur·isprudeucia el objeto 
principal de la disposición del ar·tículo 153 clel Código de Procedimiento 
Civil es evitar- que en un mismo asunto reeaiga umt sentenci:t contmdic­
toda respecto de un demandado i en defecto l'especto de ott'o; a fin ele que 
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no pueda ocurrir una cont1·adicción de sentencias en caso de oposición por 
la parte no compareciente; que por tanto esa disposición no es aplicable 
cuando, por ser distintos el interés de la parte que comparece i el de la 
que hace defecto, no es posible que se produzca el resultado que el legis­
lador h<t querido impedir con la acumulación del beneficio del defecto. 

Considernndo: que en el caso de la apelación de la señora Angela Lavas­
tida viuda Aybar i consortes, sobre el cual recayó la. sentencia de la Cor­
te de Santo Domingo, de fecha ocho de diciem br·e de mil novecientos quin­
ce, la parte no com pa.reciente fué h1 garante señora H.i vera viuda Chica­
no, intimada principal, cuyo interés en la demanda no era el mismo que 
del compareciente señal' Charles Tb. George, su garantido quien compa­
reció en la. apelación, no par;.1 contestar la demanda en reinvindicaQión de 
los intimantes sino en intet·és solamente de su demanda en garantía, como 
lo prueban sus conclusiones; que por tanto no p1·ocedía la acumulación 
del beneficio del defecto i en consecuencia, el artículo 153 del Código de 
Procedimiento Civil no fué violado pot' la CorLe de Apelación de Santo 
Domingo. 

Por tales moti vos rechaza el recur·so de casación interpuesto por la 
señora Eugenia Rivera viuda Chicano i el señor Charles Th. Geol'ge, i los 
condena al pago de los costos. 

R. J. Castillo.- A. Arredondo .Mivm.-Andrés J. J.fontolío.-.11{. de J. Gonzá­

lez .Jiti.-A. Woss i Gil. 

La anterior sentencia ha sigo dada i firmada por los señores Jueces 
que en ella figuran, en la audiencia pública del día treinta de enero de mil 

novecientos diez i ocho, lo que yo, Secretario General, certifico. 

Octavio Landolfi. 
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SECCION DE LA CORTE DE APELACION DE LA VEGA 

Dios, Patria i Libertad. -República Dominicana. 

En nombre de la República. 

En la ciudad de Concepción de la Vega, a los veintitres días del mes de 
febrero del año mil novecientos diecisiete; 73 de Independencia i 54 de la 
Restauración. 

La Corte de Apelación de La Vega, competentemente reunida en la sala 
donde celebra sus audiencias, compuesta de los Magistrados Licenciados José 
Aldbíades Roca, Presidente; Juan Antonio Alvarez, Francisco Monción C., 
José Pérez Nolasco, Domingo Villalba, Jueces; Julio Espaillat de la Mota, 
Procurador General, asistidos del infrascrito Secretario, ha dictado en sus atribu~ 
ciones correccionales, la sentencia siguiente: 

En el recurso de apelación interpuesto por el inc 11lpado Ricardo T avárez, de 
veintiocho años de edad, casado, agente de la policía municipal, natural de 
de Santiago i domiciliado en esta ciudad, contra sentencia del Juzgado de 
Primera Instancia del distrito judicial de La Vega, que le condena, por el hecho 
de heridas voluntarias, que tardaron menos de veinte días para su curación, a 
sufrir la pena de seis meses de prisión correccional, diez pesos de multa, veinte 
pesos de indemnización en favor de la agraviada María Corsino i pago de 
costas, ordenando la persecución por el apremio corporal para las penas pecu~ 
niarias. 

Leido el rol por el Alguacil de estrados de esta Corte, ciudadano Casimiro 
Mota. 

Oida la lectura del dispositivo de la sentencia apelada, la del acta de ape~ 

!ación i la de la certificación médico·legal. 

Oída la exposición del hecho por el Magistrado Procurador General i la 
lectura de la lista de los testigos. 

Oídas las declaraciones de los testigos presentes i l<l. lectura del ausente 
José Fidelio. . 

Oido el interrogatorio de la agraviada María Corsino, quien manifestó que 
renunciaba la indemnización que le había acordado el Juez a-guo í que no 
deseaba nada por ese concepto. 

Oido al inculpado en la relación del hecho. 

Oido al abogado del inculpado, Licenciado Juan José Sánchez, en sus 
conclusiones pidiendo que se modificara la sentencia del Juzgado de Primera 
Instancia de este distrito judicial i se le aplicara la pena de dos meses de pri~ 
sión que ya tiene cumplido su defendido Tavárez. 
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Oido al Magistrado Procurador General en su dictamen in voce concluyendo­
así: «Opinamos, pues, que sea confirmada la sentencia apelada en cuanto a la 
duración de la prisión». 

AUTOS VISTOS: 

Resultando: que en la madrugada del día diez del mes de diciembre del año­
pasado, después de llegar el inculpado Ricardo Tavárez a la casa de María 
Corsino i no querer ésta bailar con un amigo de aquel, le hizo terminar, en su 
calidad de agente de la Policía Municipal, una fiesta pretextando que no tenía 
licencia para ello; que al poco rato volvió dicho inculpado a la misma casa, e 
invitó a la referida María Corsino para acostarse i con ese motivo se promovió 
una disputa entre ellos, la que terminó infiriéndole el inculpado una herida con 
el revólver que portaba; que esta herida duró menos de veinte días P.ara 
curarse. 

Resultando: que instruida la sumaria correspondiente, la Cámara de Califi~ 
cación por su decisión de fecha doce de enero del corriente año, envió al pre~ 

venido ante la jurisdicción de lo correccional; que en fecha veinte del supradicho 
mes el Juzgado conoció del caso condenando al inculpado a las penas que se 
leen en otra parte de esta sentencia, en virtud del artículo 311 del Código Penal; 
que no conforme con ese fallo. interpuso recurso de apelación i fué fijada la 
audiencia de hoi para la vista de la causa. 

La Corte después de haber deliberado. 

Considerando: que cuando las heridas han durado menos de veinte días 
para curarse, el inculpado debe ser castigado con prisión .correccional de seis 
días a un año i multa de cinco a veinticinco pesos; pero cuando el inculpado es 
empleado i funcionario público, a quien está encomendada la represión de los 
delitos, al tratarse de un delito correccional, debe ser condenado al máximo de 
la pena señalada para el delito; que por tanto el Juez a-quo cometió un error al 
condenar al inculpado, quien ejerce de Agente de la Policía Municipal, en 
virtud del artículo 311 del Código Penal, a seis me!'les de prisión correccional i 
diez pesos de multa. 

Considerando: que el tiempo de la pena impuesta es equitativa por las 
circunstancias atenuantes que existen i que la Corte reconoce en favor del 
acusado. 

Considerando: que la agraviada manifestó en el plenario de esta Corte que 
no desea ninguna indemnización en su provecho; que toda sentencia contra eL 
procesado le condenará a las costas. 

Por tales motivos i vistos los artículos 11, 52, 198, 311, primera parte, 463, 
inciso 6° del Código Penal i 194: del Código de Procedimiento Criminal, que 
fueron leídos por el magistrado Presidente i dicen así: 

Art. 11, Código Penal: «Son penas comunes a las materias criminales i co­
rreccionales: la sujeción del condenado a la vijilancia de la alta policía, la multa 
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i la confiscación e3pecial del cuerp:> del delito, cuando sea propiedad del con~ 
denado, la de las cosas producidas por el delito, i por último, la de aquellas 
que sirvieron para su comisión o que se destinaron a ese fin». 

Art. 32: «La ejecución de las condenaciones a la multa, a las restituciones, 
a los daños i perjuicios, i a las costas, podrá ser perseguida por la vía del apre · 
mio corporal». 

Art. 198: r<Los empleados o funcionarios públicos, a quienes esté enea~ 

mendada la represión de los delitos, i que se hicieron reos de dichos delitos, o 
de complicidad en ellos, serán castigados según lo establece la escala siguiente: 
Jo Si se tratare de u:~ delito correccion:Jl, sufrirán siempre el máximum de la 
pena señalada a ese delito». 

Art. 311: «Cuando los golpes o heridas no hayan causado ninguna enfer~ 
medad durante más de veinte días, o cuando el ofendido no haya estado priva~ 
do, durante ese tiempo, de su trabajo persoilaL el culpable será castigado con 
prisión c0rreccional de seis días a un año, i multa de cinco a veinte i cinco 
pesos». 

Art. 463, inciso 6°: «Cuando en favor del acusado existan circunstancias 
atenuantes, los tribunales modificarán las penas, conforme a la siguiente escala: 
Cuando el Código pronuncie simultáneamente las penas de prisión i multa, los 
tribunales correccionales, en el caso de que existan circunstancias atenuantes, 
están autorizados para reducir el tiempo de la prisión, a menos de seis días i la · 
multa a menos de cinco pesos, aún en el caso de reincidencia. También podrán 
imponerse una u otra de las penas de que trata este párrafo, i aún sustituir la de 
prisión con la de multa, sin que en ningún caso puedan imponerse penas infe~ 
rieres a las de simple policía». 

Art. 19t-Código de Procedimiento Criminal: «Toda sentencia de condena 
contra el procesado i contra las personas civilmente responsables del delito o 
contra la parte civil, los condenará a las costas, las costas se liquidarán por la 
secreta ría». 

La Corte de Apelación de La Vega, administrando Justicia en nombre de 
la República, por autoridad de la Lei, en mérito de los artículos citados i oído el 
dictamen del magistrado Procurador General, falla: anular la sentencia dictada 
por el Juzgado de Primera Instancia del distrito judicial de La Vega, el dieci~ 
ocho de enero del corriente año, que condena al inculpado Ricardo Tavarez, de 
generales conocidas, a seis meses de prisión correccional, diez pesos oro de 
multa, veinte pesos oro de indemnización en favor de la agraviada i pago de 
costas; i juzg~ndo por propia autoridad, condena al referido inculpado a seis 
meses de prisión correccional, por su delito de heridas en la persona de la seño~ 
ra María Corsino, por admitir circunstancias atenuantes en su favor i pago de 
costas de ambas instancias. Se ordena 'además la confiscación del revólver, 
cuerpo del delito, i la persecución por la vía del apremio corporal para las 
costas. 
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1 por esta nuestra sentencia definitiva, así se pronuncia, manda i firma. 

J. Alcibfades Roca.-J. A. Alvarez. -J. Pérez Nolasco.-Francisco .llfoción.­
Dom?go Villalba.-Santiago Rod1·íguez.-Secretario. 

Dada i firmada ha sido la sentencia que antecede por los magistrado Presi· 
dente i Jueces que componen la Corte de Apelación de La Vega, celebrando au­
diencia pública los mismos día, mes i año arriba indicados, la que fué firmada, 

·leida i publicada por mí, Secretario que certifica. 
Santiago Rodríguez, Secretario. 

* 
En la ciudad de Concepción de La Vega, a los cinco días del mes de marzo de 

mil novecientos diecisiete, 74° de la Independencia i 54° de la Restauración. 
La Corte de Apelación de La Vega, competentemente reunida en la sala don­

de celebra sus audiencias, compuesta de los magistrados Licenciados José Alci­
bíades Roca, Presidente; Juan Antonio Alvarez, .José Pérez Nolasco, Francisco 
Monción C., Domingo.Villalba, Jueces; Julio Espa.illat de la Mota, Procurador 
General, asistidos del infrascrito Secretario, ha dictado, en sus atribuciones co­
rreccionales, la sentencja siguiente: 

En el recurso de apelación interpuesto por el acusado Reyes Paredes, mayor 
de edad, agricultor, natural i resichmte de la común Castillo, jurisdicción ele la 
Provincia de Pacificador, contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia de 
ese distrito judicial que le condena, por el becho de robo calificado de dos 
reses i un becerro, a la señora Juliana Paredes viuda Tabera, a cinco años de 
reclusión, al pago de una indemnización de cien pesos oro en favor de la expre­
sada señora Juliana Paredes viuda Tabera, en su calidad de parte civil constitui­
da, a la inhabilitación absoluta para cargos u oficios públicos i al pago de las 
costas. 

Leido el rol por el Alguacil de Estrados de esta Corte, ciudadano Ramón A. 
Lar a. 

Oído la lectu1·a del dispositivo de la sentencia apelada i la del acta de a pe· 
lación. 

Oida la exposieión del hecho por el magistrado Procurador General i la lec­
tura ele la lista de los testigos. 

Oidas las declaraciones de los testigos presentes i la lectura de la testigo au-
sente Bárbara Ortega. 

Oicla la declaración de la querellante. 
Üiclo al inculpado, en la relación de los hechos. 
Oido al abogado de la parte civil, Licenciado Leonte Guzmán Sánchez, en 

sus eonclusiones orales pidiendo que la sentencia apelada fuera confirmada en 
cuanto a sus intereses civiles; además se condenara al acusado Reyes Paredes a 
1as costas de esta alzada. 

Oído al magistrado Procurador General en su dictamen concluyendo así: 
.:(;pirramos: que sea anulada la sentencia apelada; i que Reyes Paredes sea juz­
gado de conformidad con los artículos 3S8 i 463 del Código Penal, i condenado 
al tiempo de prisión correccional que la Corte tenga a bien fijar:J> . 
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AUTOS VJSTOS: 

Resultando: que en el curso del mes de octubre del afio mil novecientos die­
ciseis, el señor Reyes Paredes, sustrajo de la finca de la propiedad de la señora 
Juliana Par·edes viuda Tabera, sita en Magua, sección comunal de Castillo, ju­
risdicción de la Provincia de Pacificador, dos va.cas i anteriormente un becerro; 
que las vacas las condujo él mismo a Pimentel i allí se las vendió al Presbítero 
José Ramón Franco i el becerro se lo comió; que las vacas fueron entregadas por 
dicho Presbítero a la duefia. 

Resultando: que en fecha doce de diciembre del año arriba expresado, la se­
flora Juliana Paredes Yiuda Tabera, compareció ante el magistrado Procurador 
Fiscal de la jurisdicción l se querelló contra Reyes Paredes, por los hechos refe­
ridos. 

Resultando: que el Fiscal sometió el caso por la vía directa al Juzgado de lo 
correccional, el que aplicó, en virtud del artículo 193 del Código de Procedimien­
to Criminal, las penas que se leen en otro lugar de esta'sentencia. 

Resultando: que no conforme el acusado con ese fallo, interpuso recurso de 
apelación, i fijada la audiencia del día dos de los corrientes para la vista ele la 
causa, la Corte aplazó el fallo para la audiencia de hoi. -

La Corte después de haber deliberado. 
t: 

Considerando: que en el potrero del cual sustrajo el inculpado las dos .-acas 
i el becerro no había casas, ni siquiera chozas para los guardianes del ganado; 
que no está probado que dicho inculpado ejecutara el robo acompañado de otra 
persona; que en CO!lsecuencia, el Juez rt quo cometió un error al considerar el ca­
so como robo calificado, por haber sido cometido en casa habitada i acompañado 
de otra persona. 

Considerando: que de acuerdo con el artículo 388, del Código Penal, el que 
en los campos robare ganado mayor será condenado a prisión correccional de 
tres meses a dos años, i multa de quince a cien pesos. ' 

Considerando: que la Corte reconoce las cii·cunstancias atenuantes aplicadas 
por el Juez a quo en favor del inculpado. 

Considerando; que con la restitución del becerro, único de los animales ro­
bados que no ha sido restituido, queda la parte civil resarcid_a de los daños i per­
juicios sufridos a consecuencia de esos robos. 

Considerando: que toda sentencia de condena contra el procesado lo conde­
nará a las costas. 

Por tales razones i vistos los artículos 10, 52, 379, 388 primera parte, 463 pá­
rrafo 6!? del Código Penal i 194 del ele Procedimiento Criminal, que fueron leídos 
por el magistrado Presidente i dicen asf: 

Artículo 10, Código Penal: «Las penas que pronuncia la lei para los crímenes, 
delitos i contravenciones se impondrán siempre, sin perjuicio de las restituciones 
i danos i perjuicios que puedan resultar en favor de los agraviados)), 
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Artículo 52, 06digo Penal: «La ejecución de las condenaciones, a la muita, a 
las restituciones, a los daños i perjuicios, i a las costas, podrá ser perseguida por 
la vía del apremio corporal». 

Artículo 379, Código Penal: «El que con fraude sustrae una cosa que no le 
pertenece, se hace reo de robo~. 

Artículo 388, Código Penal: ((El que en los campos robare caballos i bestias 
de silla, de carga o de tim, ganado mayor o menor, o instrumentos de agricul­
tura, será condenado a prisión correccional de tres meses a dos años, i multa de 
quince a cien pesoslh 

Artículo 463, Código Penal: ((Cuando en favor del acusado existan circunstan­
cias atenuantes, los tribunales modificarán las penas, conforme a la siguiente 
escala: 6°-cuando el Código pronuncie simultáneamente las penas de prisión i 
multa, los tribunales correccionales, en el caso de que existan circunstancias 
atenuantes, están autoriza:dos para reducir el tiempo de la prisión, a menos de 
seis días, i la multa a menos de cinco pesos, aún en el caso de ¡·eincidencia. 
También podrán imponerse una u otra de las penas de que trata este párrafo, i 
aún sustituir la de prisión con la de multa, sin que en ningún caso puedan impo­
nerle penas inferiores a las de simple policía)). 

Artículo 194, Código de Procedimiento Criminal: ((Todas entencia de condena 
contra el procesado i contra las personas civilmente responsables del delito o 
contra la parte civil, los condenará a las costas. Las costas se liquidarán por 
la Secretaríall. 

La Corte de Apelación de La Vega, administrando justicia en nombre de la 
República, por autoridad de la leí, en mérito de los artículos citados i oído el 
dictamen del Magistrado Procurador General, falla: que debe anular la sentencia 
dictada por el Juzgado de Primera Instancia de Pacificador, el dieciocho del mes 
de enero del presente año, i, en consecuencia, condena al acusado Reyes Paredes, 
de las generales g,ue constan, a dos años de prisión correccional, que sufrirá en 
la cárcel pública de San Francisco de Macorís, a la restitución del becerro robado, 
i al pago de l~s costas de ambas instancias, por robo de animales en los campos 
con circunstancias atenuantes. 

I vor esta nuestra sentencia definitiva, así se pronuncia, manda i firma. 

J. Alcíbiades Roca.-J. Pérez Nolasco.-J. A. Alvarez.-F-rancisco Moncir5n 0.,­

Domingo Villalba.-Santiago RodTÍguez, Secretario. 

Dada i firmada ha sido la sentencia que antecede por los Magistrados Presi· 
dente i Juenes que componen la Corte de Apelación de La Vega, celebrando 

audiencia pública, los mismos día, mes i año arriba expresados; la que fué leída, 
firmada i publicada por mí, Secretario, que certifica. 

Santiago Rodríguez. 
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